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SCJ-TS-26-1470 

, Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, 

CERTIFICO que en los archivos a mi cargo hay un expediente que contiene 

una sentencia de fecha  de de 2026, que dice así: 

 

EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA 

La Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia actuando como corte de 

casación, competente para conocer las materias laboral, tierras, contencioso 

administrativo y contencioso tributario, regularmente constituida por los 

magistrados Manuel R. Herrera Carbuccia, presidente, Anselmo Alejandro 

Bello F., Rafael Vásquez Goico, Francisco Antonio Ortega Polanco y 

, jueces miembros, asistidos por la secretaria de la Sala, en la 

sede de la Suprema Corte de Justicia, ubicada en Santo Domingo de Guzmán, 

Distrito Nacional, en fecha 31 de julio de 2026, año 183° de la Independencia 

y 163° de la Restauración, dicta en audiencia pública la siguiente sentencia: 

Apoderada del recurso de casación interpuesto por el Ministerio de la 

Vivienda, Hábitat y Edificaciones (Mivhed), actuando en calidad de 

continuador jurídico del Instituto Nacional de la Vivienda (Invi), contra la 

sentencia núm. 029-2023-SSEN-00068 de fecha 3 de abril de 2023, dictada por 

la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo 

figura copiado más adelante. 
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I. Trámites del recurso 

1. El recurso de casación fue interpuesto mediante memorial depositado en 

fecha 25 de mayo de 2023, en el centro de servicio presencial de la Suprema 

Corte de Justicia y del Consejo del Poder Judicial, suscrito por los Lcdos. 

, , ,

 y Cecilio Mora Merán, actuando como abogados constituidos del 

Ministerio de la Vivienda, Hábitat y Edificaciones (Mivhed), en calidad de 

continuador jurídico del Instituto Nacional de la Vivienda (Invi), 

representada por  . 

2. La defensa al recurso de casación fue presentada por 

, mediante memorial depositado en fecha 12 de junio de 2023 en la 

secretaría general de la Suprema Corte de Justicia, suscrito por sus abogados 

constituidos Lcdos. , 

,  y . 

II. Antecedentes 

3. Sustentada en un alegado desahucio,  incoó dos 

(2) demandas, una en pago de prestaciones laborales, derechos adquiridos, 

salario adeudado como conquista laboral e indemnización prevista en el 

artículo 86 del Código de Trabajo, contra el Instituto Nacional de la Vivienda 

(Invi) y otra en intervención forzosa contra el Ministerio de Administración 
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Pública (MAP); a su vez, el Instituto Nacional de la Vivienda (Invi), incoó una 

demanda en intervención forzosa contra el Centro de Desarrollo y 

Competencia Industrial (Proindustria) y una demanda incidental en nulidad 

por fraude procesal contra , dictando la Cuarta 

Sala del Juzgado de Trabajo del Distrito Nacional, la sentencia núm. 053-2022-

SSEN-00116 de fecha 8 de junio de 2022, que rechazó las demandas en 

intervención forzosa contra el Ministerio  de Administración Pública (MAP) 

y el Centro de Desarrollo y Competencia Industrial (Proindustria) y, por 

tanto, las excluyó del proceso, acogió la demanda principal por desahucio con 

responsabilidad para su empleadora y la condenó al pago de prestaciones 

laborales, derechos adquiridos, salario adeudado como conquista laboral e 

indemnización conminatoria en virtud del artículo 86 del Código de Trabajo. 

4. La precitada decisión fue recurrida en apelación por el Ministerio de la 

Vivienda, Hábitat y Edificaciones (Mivhed), actuando en calidad de 

continuador jurídico del Instituto Nacional de la Vivienda (Invi), dictando la 

Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional, la sentencia núm. 

029-2023-SSEN-00068 de fecha 3 de abril de 2023, la cual rechazó el incidente 

planteado por la parte recurrente, fundamentado en la excepción declinatoria 

de incompetencia, así como el medio de inadmisión y el recurso de apelación 

y confirmó en todas sus partes la decisión apelada,  la cual  fue recurrida en 
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casación por el Ministerio de la Vivienda, Hábitat y Edificaciones (Mivhed), 

actuando en calidad de continuador jurídico del Instituto Nacional de la 

Vivienda (Invi), dictando esta Tercera Sala la sentencia núm. SCJ-TS-24-1963 

de fecha 30 de septiembre de 2024, que rechazó  el recurso de casación. 

5. La referida decisión fue objeto de un recurso de revisión constitucional 

interpuesto por el Ministerio de la Vivienda, Hábitat y Edificaciones 

(Mivhed), actuando en calidad de continuador jurídico del Instituto Nacional 

de la Vivienda (Invi), dictando el Tribunal Constitucional, la sentencia núm. 

TC/1479/25 de fecha 26 de diciembre de 2025, cuyo dispositivo textualmente 

establece lo siguiente:  

“PRIMERO: DECLARAR admisible el recurso de revisión constitucional de 
decisión jurisdiccional interpuesto por el Ministerio de la Vivienda, Hábitat y 
Edificaciones (MIVHED), contra la Sentencia núm. SCJ-TS-24-1963, dictada 
por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia el treinta (30) de 
septiembre del dos mil veinticuatro (2024). SEGUNDO: ACOGER, en cuanto 
al fondo, el referido recurso de revisión constitucional de decisión 
jurisdiccional y, en consecuencia, ANULAR la indicada sentencia recurrida, 
con base en la motivación que figura en el cuerpo de esta sentencia. 
TERCERO: ORDENAR el envío del expediente a la Suprema Corte de 
Justicia, para los fines establecidos en el numeral del artículo 54 de la Ley 
núm. 137-11, Orgánica del Tribunal Constitucional y de los Procedimientos 
Constitucionales, del trece (13) de junio de dos mil once (2011). CUARTO: 
DECLARAR los procedimientos del presente proceso libres de costas, de 
conformidad con las disposiciones del artículo 7.6 de la Ley núm. 137-11, 
Orgánica del Tribunal Constitucional y de los Procedimientos 
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Constitucionales, del trece (13) de junio de dos mil once (2011). QUINTO: 
ORDENAR la comunicación, por Secretaría, de esta sentencia, para su 
conocimiento y fines de lugar, al recurrente, Ministerio de la Vivienda, 
Hábitat y Edificaciones (MIVHED), y a la recurrida, señora 

. SEXTO: DISPONER que a presente decisión sea publicada en 
el Boletín del Tribunal Constitucional” (sic).  

6. El expediente fue enviado por el Tribunal Constitucional, mediante 

comunicación SGTC-1343-2026, de fecha 9 de marzo de 2026, recibida en la 

sección de trámite y correspondencia del Consejo del Poder Judicial, en fecha 

10 de marzo de 2026.  

III. Medios de casación 

7. La parte recurrente invoca en sustento de su recurso de casación los 

siguientes medios: “Primer medio: Infracción norma constitucional. Estatuto 

del servidor público y régimen legal de la administración pública. Segundo 

medio: Errónea interpretación de la incompetencia. Tercer medio: 

Insuficiencia de motivos. Cuarto medio: Desnaturalización de los hechos. 

Quinto medio: Desnaturalización de los documentos de la causa y falta de 

base legal. Sexto medio: Falta de valoración de las pruebas y violación del 

artículo 544 Código de Trabajo y artículo 1315 Código Civil Supletorio. 

Séptimo medio: Infracción normativa: violación de los artículos 1, 15, 34, 75, 

76, 179, 219, del Código de Trabajo. Octavo medio: Omisión de estatuir. 

Noveno medio: Vicio de incongruencia” (sic).  
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IV. Considerandos de la Tercera Sala, después de deliberar 

Juez ponente: Manuel R. Herrera Carbuccia 

8. Esta sala es competente para conocer del presente recurso de conformidad 

con lo establecido en los artículos 154 numeral 2 de la Constitución de la 

República y 6 numeral 3 de la Ley núm. 2-23, de fecha 17 de enero de 2023 

sobre Recurso de Casación. 

9. Conforme con la Ley núm. 137-11 Orgánica del Tribunal Constitucional, en 

el artículo 54, numerales 9 y 10 siguiente: El procedimiento a seguir en materia 

de revisión constitucional de las decisiones jurisdiccionales será el siguiente: ...9) La 

decisión del Tribunal Constitucional que acogiere el recurso, anulará la sentencia 

objeto del mismo y devolverá el expediente a la secretaría del tribunal que la dictó; 10) 

El tribunal de envío conocerá nuevamente del caso, con estricto apego al criterio 

establecido por el Tribunal Constitucional en relación del derecho fundamental 

violado o a la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la norma cuestionada por 

la vía difusa (sic).  

10. Previo a conocer el recurso de casación que nos ocupa resulta oportuno 

establecer que el criterio asumido por el Tribunal Constitucional para anular 

la decisión dictada previamente por esta Tercera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia, el cual, en síntesis, consistió en lo siguiente:  

“10.11.  En la especie, el Principio III del Código de Trabajo indica, entre otras 
cosas, que [n]o se aplica a los funcionarios y empleados públicos, salvo 
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disposición contraria de la presente ley o de los estatutos especiales aplicables 
a ellos, es decir, cuando el propio Código de Trabajo u otra legislación así 
indica que aplicará a organismos públicos, o bien cuando el organismo 
público tenga carácter industrial, comercial, financiero o de transporte. Pero, 
a pesar de que la Ley núm. 5892-62, Ley núm. 160-21, ni la Ley núm. 41-08, ni 
el Código de Trabajo, indican que las relaciones laborales del Instituto 
Nacional de la Vivienda (INVI), o su continuadora, Ministerio de la Vivienda, 
Hábitat y Edificaciones (MIVHED), estarán regidas por el Código de Trabajo, 
pero, aun así - erróneamente y sin apoyo a una disposición legal alguna - la 
Corte a quo argumenta que sí.  10.12.  Más aún, la propia Corte a quo, Instituto 
Nacional de la Vivienda (INVI) no tiene carácter industrial, comercial, 
financiero o de transporte, mucho menos su continuadora, Ministerio de la 
Vivienda, Hábitat y Edificaciones (MIVHED), conforme a la Ley núm. 160-21, 
lo que es suficiente para concluir que no le corresponde el régimen del Código 
de Trabajo. De modo que, al no poseer dichas características, en virtud del 
Principio III del Código de Trabajo, las relaciones laborales de la parte 
recurrente no podían subsumirse en la excepción reconocida por el Código 
de Trabajo para que sea aplicado dicho código ni que sus conflictos sean 
resueltos por la jurisdicción laboral ordinaria reconocida en tal código.  10.13.  
Sin embargo, a pesar de no existir disposición en el derecho positivo que lo 
permita, la Corte a quo acudió al usos y costumbres para aplicar el régimen 
jurídico del Código de Trabajo a la parte recurrente, sin motivar por qué esto 
es posible en la especie. Para este tribunal, la ley no permite fijar el régimen 
jurídico laboral a un órgano o ente público mediante uso y costumbre o 
mediante un acto de voluntad de tal organismo en ausencia de una 
habilitación expresa del legislador. Por esto, al no tomar en cuenta estos 
aspectos ni ofrecer motivos que lo justifiquen, se incurre en una vía de hecho 
motivacional que afecta la justificación de la sentencia recurrida al subsumir 
el supuesto de hecho relacionado con la parte recurrente al régimen jurídico 
del Código de Trabajo.  10.14.  Asimismo, vinculado con lo anterior, la Corte 
a quo justifica su decisión al indicar que existe «la comunicación del seis (6) 
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de julio de dos mil quince (2015), firmada por la consultora jurídica 
subdirectora , la cual expresó que la institución se regía por el 
Código de Trabajo, hecho ratificado por el Ministerio de Administración 
Pública (MAP), el quince (15) de febrero del dos mil diecisiete (2017). Para 
este tribunal resulta pertinente destacar que las normas reglamentarias, al no 
tener rango de leyes están afectadas por el principio de jerarquía normativa 
que las subordina, dado que el reglamento es secundario, subalterno, inferior 
y complementario de las leyes, es decir que los reglamentos deben estar 
subordinados a la ley. (Sentencia TC/0114/18: Párr. g; reiterado en la 
Sentencia TC/0964/24: pág. 33)…  10.16.  De lo anterior se colige que el 
Instituto Nacional de la Vivienda (INVI) ni su continuador jurídico en este 
caso, el Ministerio de la Vivienda, Hábitat y Edificaciones (MIVHED), no 
están facultados por ley para determinar discrecionalmente el régimen 
jurídico aplicable a las relaciones laborales de sus servidores, pues dicha 
función corresponde de manera exclusiva al legislador, conforme a lo 
dispuesto en el Principio III del Código de Trabajo y en la Ley núm. 41-08, 
sobre Función Pública. En ese mismo sentido, la sentencia impugnada no 
toma en consideración el principio de ejercicio normativo del poder previsto 
en el artículo 3.10 de la Ley núm. 107-13, el cual indica que la Administración 
Pública ejercerá sus competencias y potestades dentro del marco de lo que la 
ley les haya atribuido, y de acuerdo con la finalidad para la que le fue 
otorgada esa competencia, con respeto y observancia objetiva de los intereses 
generales. 10.17.  Por esto, al no tomar en cuenta que ni Ley núm. 5892-62, 
Ley núm. 160-21, ni la Ley núm. 41-08, ni el Código de Trabajo, habilitan al 
Instituto Nacional de la Vivienda (INVI) ni a su continuador jurídico, el 
Ministerio de la Vivienda, Hábitat y Edificaciones (MIVHED), al fijar su 
régimen de relaciones laborales, la Corte a quo comprometió la motivación 
de su decisión vulnerando el derecho al debido proceso, en cuanto al derecho 
a una debida motivación. Con relación a este aspecto, se hace evidente que, 
en el presente caso, nos encontramos en apariencia, al frente de una decisión 
que inobservó los derechos y las garantías de carácter fundamental de las 
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partes envueltas en el proceso, al incurrir en una errada interpretación de los 
precedentes de este colegiado y las leyes aplicables al caso, por lo cual, por 
igual, afecta el derecho fundamental al juez natural o competente de la parte 
recurrente en revisión constitucional. 10.18.  En tercer lugar, las apreciaciones 
de este tribunal se encuentran, por igual, apoyadas por lo decidido en la 
Sentencia TC/0964/24, aplicable a la especie. En esta decisión, el tribunal 
resolvió si el derecho a la debida motivación fue vulnerado cuando la Tercera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia consideró que las relaciones laborales, 
Corporación de Acueducto y Alcantarillado de Santo Domingo (CAASD) y 
sus empleados se encontraban regidas por el Código de Trabajo, basadas en 
reglamento de dicha institución y el uso y costumbre. Similar a este caso, el 
tribunal de la Sentencia TC/0964/24 consideró que, la casuística de la 
Corporación de Acueducto y Alcantarillado de Santo Domingo (CAASD) no 
se subsumía en el Principio III del Código de Trabajo, por igual que al no 
existir una disposición jurídica en tal sentido, el reglamento de dicha 
institución debía leerse al amparo de otras leyes que, en virtud del principio 
de jerarquía normativa, no podían exceptuarla del régimen de derecho 
público que prevé la Ley núm. 41-08. 10.19.  Por ello, en concordancia lo 
decidido en la Sentencia TC/0964/24, es criterio de este tribunal 
constitucional que la jurisdicción contencioso- administrativa, en 
atribuciones ordinarias, es la competente para conocer sobre los conflictos 
que surjan entre el referido, Ministerio de la Vivienda, Hábitat y Edificaciones 
(MIVHED) y sus servidores, en virtud del artículo 165 de la Constitución de 
la República; y las disposiciones de la Ley núm. 1494, del dos (2) de agosto 
del mil novecientos cuarenta y siete (1947), que instituye la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa para dirimir los conflictos que surjan entre la 
Administración Pública y sus servidores. Estas normas complementadas en 
el plano adjetivo y lo atinente al órgano jurisdiccional competente y al 
procedimiento, por las Leyes núm. 13-07, del cinco (5) de febrero del dos mil 
siete (2007), que crea el Tribunal Superior Administrativo, y la Ley núm. 107-
13, del seis (6) de agosto del dos mil trece (2013), sobre los Procedimientos 
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Administrativos. 10.20.  Así las cosas, el tercer requisito del test no se cumple, 
ya que la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia con su decisión, 
incurrió en las violaciones a los derechos fundamentales invocados por el 
recurrente y no satisfizo los parámetros del test de la debida motivación de 
las decisiones jurídicas, al tenor de lo establecido en la Sentencia TC/0009/13. 
En este sentido, el Tribunal Constitucional estima que la indicada alta corte 
no efectuó una sana administración de justicia al considerar el rechazo del 
recurso de casación en cuestión. No obstante, lo anterior, este tribunal no 
emite pronunciamiento alguno respecto si, a raíz de la doctrina de los actos 
propios (non venire contra factum proprium) o del principio nadie puede 
beneficiarse de su propia torpeza (nemo auditur propiam turpitudinem 
allegans), en cuanto al reconocimiento de derechos o intereses en base a un 
régimen sustantivo distinto. 10.21.  En conclusión, la Corte a quo vulnera el 
derecho a la debida motivación, a fin de determinar la competencia de la 
jurisdicción laboral ordinaria para la resolución de conflictos laborales del 
Ministerio de la Vivienda, Hábitat y Edificaciones (MIVHED) bajo el Código 
de Trabajo, a pesar de que ni la Ley núm. 5892-62, Ley núm. 160-21, o la Ley 
núm. 41-08, lo excluyen del régimen de función pública. Asimismo, incurre 
en la violación del referido derecho al considerar que el uso y costumbre 
expresado mediante la decisión de la institución pública de fijar el régimen 
jurídico de relaciones laborales mediante normas inferiores a las leyes 
aplicables sin habilitación legislativa previa. En consecuencia, se dispone de 
la anulación de la indicada Sentencia núm. SCJ-TS-24-1963 y, por tanto, se 
devolverá el expediente a la Secretaría General de la Suprema Corte de 
Justicia, de acuerdo con la solución prevista en los numerales 9 y 10 del 
artículo 54 de la Ley núm. 137-11, tal como se hará constar en el dispositivo 
de la presente decisión” (sic). 
11. De lo anterior se desprende que el aspecto central de la anulación 

producida por el Tribunal Constitucional se refiere a falencias relacionadas, 

entre otras cosas, con un déficit motivacional y violación al debido proceso 
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pues esta Tercera Sala determinó la competencia de la jurisdicción laboral 

ordinaria para la resolución de conflictos laborales del Instituto Nacional de 

la Vivienda (Invi), que tiene como continuador jurídico al Ministerio de la 

Vivienda, Hábitat y Edificaciones (Mivhed),a pesar de que ni la Ley núm. 

5892-62, ni la Ley núm. 160-21, o la Ley núm. 41-08, lo excluyen del régimen 

de función pública. Asimismo, incurre en la violación del referido derecho al 

considerar que el uso y costumbre expresado mediante la decisión de la 

institución pública de fijar el régimen jurídico de relaciones laborales 

mediante normas inferiores a las leyes aplicables sin habilitación legislativa 

previa.  

V. Incidente 

12. La parte recurrida solicita en su memorial de defensa, de manera principal 

la inadmisibilidad del recurso por carecer de interés casacional, ya que no se 

manifiestan ninguno de los casos establecidos en el artículo 10 y siguientes de 

la Ley 2-23, mencionada. 

13. Como el anterior pedimento tiene por finalidad eludir el examen del fondo 

del recurso procede examinarlo con prioridad, en ese sentido, atendiendo a 

un correcto orden procesal.  

14. Es menester indicar que la noción de interés casacional está llamada a trascender 

los intereses particulares de los actores privados involucrados en la litis y a erigirse 
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en un ente de equilibrio, de riguroso orden público procesal y de canalización de 

objetivos impostergables del estado de derecho, como ocurre, por ejemplo, con la 

salvaguarda del debido proceso, la uniformidad coherente de la administración de 

justicia o la necesidad de uniformar posiciones encontradas entre los diferentes 

tribunales del sistema1. 

15. En ese tenor, el artículo 10 de la Ley núm. 2-23 sobre Recurso de Casación, 

prevé las presupuestos de admisibilidad del recurso de casación, indicando 

que este procede contra: 1) Las decisiones definitivas sobre el fondo, dictadas en 

única o en última instancia, en ocasión de las siguientes materias o asuntos: estado y 

capacidad de las personas; niños, niñas y adolescentes; derecho de los consumidores; 

referimiento; nulidad de laudos arbitrales; execuátur de sentencias extranjeras; 

competencia de los tribunales. 2) Las decisiones interlocutorias o definitivas sobre 

incidentes, dictadas en el curso de los procesos señalados en el numeral anterior, solo 

serán recurribles en casación de manera independiente si han puesto fin al proceso o 

han ordenado su suspensión o sobreseimiento. En caso contrario, deberán ser 

recurridas en casación conjuntamente con la decisión que decida el todo de lo 

principal. 3) En adición a lo establecido en los numerales 1 y 2 de este artículo, las 

sentencias interlocutorias e incidentales que pongan fin al proceso o han ordenado su 

suspensión o sobreseimiento, así como aquellas sentencias de fondo, dictadas en única 

o en última instancia, que en la solución del recurso de casación presenten interés 

casacional, el cual se determina cuando: a) En la sentencia se haya resuelto en 
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oposición a la doctrina jurisprudencial de la Corte de Casación. B) En la sentencia se 

resuelva acerca de puntos y cuestiones sobre las cuales exista jurisprudencia 

contradictoria entre los tribunales de segundo grado o entre salas de la Corte de 

Casación. C) Las sentencias que apliquen normas jurídicas sobre las cuales no exista 

doctrina jurisprudencial de la Corte de Casación, y esta última justifique la 

trascendencia de iniciar a crear tal doctrina. 

16. El interés casacional como institución procesal reviste 3 vertientes, en 

primer lugar, el denominado objetivo que se encuentra tasado en el ámbito 

del artículo 10.3 literales a), b) y c) de la ley que regula la materia. Igualmente 

existe el interés casacional presunto aplicable a un glosario de materia en las 

que no se requiere que se acredite presupuesto alguno de admisibilidad 

previa. Nos referimos a las materias señaladas en el numeral 2 del artículo 10, 

las cuales son las siguientes: estado y capacidad de las personas; niños, niñas 

y adolescentes; derecho de los consumidores; referimiento; nulidad de laudos 

arbitrales; execuátur de sentencias extranjeras, competencia de los tribunales. 

En ese mismo contexto se encuentra lo relativo al embargo inmobiliario, así 

como la situación que concierna a una cuestión de constitucionalidad juzgada 

por la jurisdicción de alzada de donde provenga la sentencia impugnada. 

Igualmente, ha lugar a retener interés casacional presunto cuando se haya 

incurrido en una infracción sustantiva o procesal, conforme resulta del ámbito 

y alcance del artículo 12 de la citada ley. 
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17. En ese sentido, cuando los medios de casación se fundan en violaciones a  

reglas de procedimiento que deben ser observadas por los jueces del fondo al 

momento de dictarse las sentencias (derecho de defensa, debido proceso y 

tutela judicial efectiva) o a medios relativos a la desnaturalización de los 

hechos y de las pruebas, falta de ponderación ya sea testimonial o documental 

esenciales de la causa, omisión de estatuir, falta o error de motivación cuya 

ausencia provoque que la sentencia impugnada así emitida se considere con 

defectos en cuanto a su corrección y a la calidad de la justicia material 

impartida, ha de considerarse la presencia de interés casacional presunto, 

pues se trata de vicios alegados relacionados con actividades propias del juez, 

que justifican la necesidad de examinar los medios propuestos por la parte 

recurrente para dar cumplimiento al objeto y finalidad del presente recurso; 

en la especie, la parte recurrente señala que en sus determinaciones los jueces 

del fondo incurrieron en desnaturalización de los hechos, falta de base legal, 

falta de valoración de las pruebas y omisión de estatuir, lo que evidencia que 

las falencias alegadas concretizan un interés casacional presunto, pues se trata 

de un error alegado que tiene que ver con los deberes funcionales del juez y 

del procedimiento; en consecuencia, procede el rechazo de esta causal de 

inadmisión en perjuicio del recurso, por las razones expuestas, y se procede al 

examen de los medios de casación que sustentan el recurso. 
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18. Para apuntalar un aspecto de los siete (7) primeros medios de casación 

propuestos, los cuales se reúnen por su vinculación y por la solución que se 

le dará al asunto, la parte recurrente alega en esencia, que la corte a qua al 

dictar su sentencia, basado en elementos objetivos y subjetivos, señalando 

que la relación laboral que unió a los litigantes tenía su base legal en la Ley 

núm. 16-92 de 1992 que crea el Código de Trabajo, hizo una incorrecta 

interpretación del canon constitucional y las Leyes núms. 5892-62, 13-07, 41-

08, 247-12 y 160-21, sin perjuicio de varios reglamentos, que permite afirmar 

que fue concebida en contradicción con la dogmática jurídica del derecho 

administrativo y del derecho laboral púbico, cuyo vicio la convierte en un 

documento que acusa una orfandad legal y procesal; que en su incorrecta 

ponderación del régimen adjetivo y sustantivo laboral público, resulta 

imposible la coexistencia de la rama pública de dos o más sistemas laborales 

distintos para la regulación de la función pública de los empleados que 

prestan sus servicios en las distintas dependencias oficiales, ni mucho menos 

que sus beneficios laborales puedan ser similares a la actividad privada; que 

la corte a qua al emitir su decisorio como está redactado no tuvo en cuenta 

que, según la agenda hemisférica, la contratación laboral del Estado se rige 

por sus propias normas, sin que sea posible sustituirla por la norma laboral 

privada, como fue asumido por la alzada, que retuvieron como un hecho 

cierto que la empleadora había despedido la empleada sin cumplir con los 
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cánones legales y que podían aplicarle el Código de Trabajo, olvidándose de 

su condición de institución pública, lo que ha sido admitido en círculos 

públicos y académicos; que la corte a qua al momento de dictar su fallo 

rechazando los incidentes y la apelación de la hoy recurrente, no dio motivos 

con suficiente claridad y precisión, sino que se refugió en un silogismos 

jurídicos y en una interpretación amañada de la organización del aparato 

estatal en suelo nacional, vulnerando, con un interés específico, directo de 

atribuirle ganancia de causa a la recurrente, la configuración constitucional 

del régimen laboral del sector público, de que la institución tradicionalmente 

manejó sus relaciones laborales con sus empleados en la Ley núm. 16-92, que 

pagó prestaciones laborales a antiguos servidores y que despidió a la 

recurrida; que el fallo atacado deja en evidencia que la corte a qua hizo una 

valoración parcial y fragmentada, porque ninguno basta por sí solo para 

resolver todos los problemas de interpretación y complementación que la 

imperfección del derecho positivo planteada, de los hechos litigiosos y el 

régimen estatutario aplicables a los funcionarios y servidores del Estado, 

llegado a deformar la realidad de la relación laboral que existió entre las 

partes, desnaturalizando los hechos del juicio e hizo lo propio con los 

documentos de la recurrida, lo cual infringe las normas procesales, 

careciendo de validez y correlativa eficacia legal; que es evidente que la 

sentencia impugnada proyecta una frágil argumentación sobre los alcances 
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legales de las piezas del expediente y desconocimiento de los entresijos de la 

administración pública y del sacrosanto interés del Estado, lo que deja una 

sensación de denegación de justicia; que ese veredicto no cumplió con los 

estándares mínimos para estar ajustado a una correcta valoración de las 

pruebas del juicio, consumando así una desnaturalización de los 

documentos, cuya situación la despoja en lo absoluto de legalidad. 

19. La valoración de los medios requiere referirnos a las incidencias suscitadas 

en el proceso ante la jurisdicción de fondo, establecidas de la sentencia 

impugnada y de los documentos por ella referidos: a) que la parte recurrida 

sustentada en un alegado desahucio ejercido por su empleador el Instituto 

Nacional de la Vivienda (Invi), incoó una demanda en reclamo de 

prestaciones laborales, derechos adquiridos, salario adeudado por conquista 

laboral  e indemnización prevista en el artículo 86 del Código de Trabajo y a 

su vez una demanda en intervención forzosa contra el Ministerio de 

Administración Pública (MAP); mientras que la parte demandada Instituto 

Nacional de la Vivienda (Invi), incoó una demanda en intervención forzosa 

contra el Centro de Desarrollo y Competencia Industrial (Proindustria) y 

solicitó que fuera declarada común y oponible, en los límites de la ley, al 

interviniente forzoso, actual empleador de la recurrida, el cual tiene la 

obligación de pagarle su indemnización y al Ministerio de Administración 
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Pública (MAP), regulador del sistema de reclutamiento y el manejo de los 

asuntos laborales de los servidores públicos y en su defensa principal sostuvo, 

que está exenta del pago de prestaciones laborales en virtud de que es una 

institución estatal que no tiene carácter comercial, industrial, financiero ni de 

transporte, cuya ley orgánica no hace aplicable a sus empleados y 

funcionarios las disposiciones del Código de Trabajo, por lo que solicitó la 

incompetencia del tribunal y que fuera remitido al Tribunal Superior 

Administrativo (TSA) por tratarse de servidores públicos, y declarada 

inadmisible la demanda; decidiendo el tribunal de primer grado rechazar la 

excepción declinatoria de incompetencia planteada tanto por la parte 

demandada principal como por el interviniente forzoso Ministerio de 

Administración Pública (MAP) y las demandas en intervención forzosas, 

excluyéndolas del proceso y en consecuencia,  acogió la demanda y declaró la 

terminación del contrato de trabajo por desahucio, condenando a la 

empleadora al pago de los reclamaciones realizadas por la demandante; b) no 

conforme con la decisión, la parte recurrente, continuador jurídico del 

Instituto Nacional de la Vivienda (Invi), interpuso recurso de apelación 

reiterando que no se rige por las disposiciones del Código de Trabajo, por lo 

que está exento de pagar prestaciones laborales a sus empleados; por tanto, 

solicitó la incompetencia del tribunal y que fuera remitido al Tribunal 

Superior Administrativo (TSA) por tratarse de servidores públicos y en 
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consecuencia, revocada la sentencia recurrida y declarada inadmisible la 

demanda; por su lado, la actual recurrida en su defensa alegó que fue 

desahuciada; que de conformidad con el contenido de las certificaciones 

núms. 001928 y 006588 de fechas 15 de febrero de 2017 y 26 de junio de 2017, 

emitidas por el Ministerio de Administración Pública (MAP) y la 

comunicación de fecha 6 de julio de 2015, dirigida por la Consultoría Jurídica 

del Instituto Nacional de la Vivienda (Invi), la recurrente se rige por las 

disposiciones del Código de Trabajo, en virtud de las planillas de personal fijo 

que se deposita cada año en el Ministerio de Trabajo, en cumplimiento de lo 

que la normativa laboral vigente exige, por lo que solicitó que fuera 

confirmada en todas sus partes la decisión apelada;  c) que la corte a qua 

rechazó el incidente planteado por la parte recurrente, fundamentado en la 

excepción declinatoria de incompetencia, así como el medio de inadmisión y 

el recurso de apelación y confirmó en todas sus partes la decisión apelada; d) 

que inconforme con esa decisión, el Ministerio de la Vivienda, Hábitat y 

Edificaciones (Mivhed) en calidad de continuador jurídico del Instituto 

Nacional de la Vivienda (Invi) interpuso un recurso de casación,  acción que 

fue decidida por esta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia,  la cual 

rechazó el recurso de casación al considerar que aunque el Instituto Nacional 

de la Vivienda (Invi), creado mediante la Ley núm. 5892-62 del 10 de mayo de 

1962, no establece carácter industrial ni comercial y sus operaciones no 



 
 REPÚBLICA DOMINICANA 

  SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
 
Exp. núm.: -RECA-01082 
Solicitud núm.: 3762388 

Recurrente: Ministerio de la Vivienda, Hábitat y Edificaciones (Mivhed) 
Recurrido:   
Materia: Laboral 
Decisión: Casa 

 

Av.  esq. , Centro de los Héroes de Constanza, Maimón y Estero Hondo, Santo 

Domingo, R. D. • Tel.:  • www.poderjudicial.gob.do • E-mail:  

20 
 

involucran lucro ni interés monetario,  era uso y costumbre de esa entidad 

regirse por las disposiciones de la legislación laboral; y e) que la ahora parte 

recurrente promovió un recurso de revisión Constitucional, jurisdicción que 

decidió acoger el referido recurso y anular la decisión atacada, remitiendo el 

expediente para que fuere conocido nuevamente, en cumplimiento con lo 

dispuesto por los numerales 9° y 10° del artículo 54 de la Ley núm. 137-11, 

Orgánica del Tribunal Constitucional y de los procedimientos 

constitucionales, de fecha 13 de junio de 2011. 

20. Para fundamentar su decisión, la corte a qua expuso los motivos que 

textualmente se describen a continuación: 

“5- Que respecto de la competencia es menester establecer si se aplica el 
Código de Trabajo o la ley y en este sentido se deposita comunicación del 
INVI de fecha 06 de julio de 2015 en comunicación dirigida a la Cámara de 
Cuentas firmada por la consulta jurídica subdirectora la Licenciada 

 expresando que tal entidad se rige por el Código Laboral también se 
deposita comunicación del Ministro de Vivienda y Edificaciones 

 expresando que a partir del 01/01/2022 se suprime el (INVI) y que 
este último se rige por el Código de Trabajo y el nuevo Ministerio por la ley 
41/08 de función pública que todos los empleados del INVI serán trasladados 
al Ministerio de la Vivienda que serán pre-avisados y desahuciados conforme 
el Código de Trabajo, reconociendo sus derechos adquiridos y que serán 
contactados para formalizar el proceso en base al artículo 76 del Código de 
Trabajo, también instructivo del INVI que los derechos serán asumidos bajo 
el Código de Trabajo y se procederá con el pago de las prestaciones laborales 
antes del 01/01/2022 según estipula el artículo 75 del Código de Trabajo, 
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también se depositan cheques de pagos de prestaciones laborales de 
diferentes fechas, comunicación de despido justificado de parte del (INVI) al 
señor  de fecha 19/09/2016 que dice ser en base al artículo 88 
ordinal 12 del Código de Trabajo finalmente se deposita resolución conjunta 
de los Ministerios de Trabajo y Administración Pública del 31/05/2021 
donde se expresa que para salvaguardar los derechos adquiridos de 
empleados que hayan empezado antes del 01/07/2021 regidos por el Código 
de Trabajo por decisión interna continúe con el Código de Trabajo y 
comunicación del Ministerio de Administración Pública del 15/02/2017 que 
expresa que el INSTITUTO NACIONAL DE LA VIVIENDA (INVI) está 
dentro de las exclusiones que prevé la ley de función pública conforme a la 
práctica que al momento de entrar en vigencia la ley de función pública se 
regirá por el Código de Trabajo, documentos de los cuales ninguno fue 
impugnado o cuestionado de forma expresa y directa, por todo lo cual esta 
corte examinando tales documentos llega a la conclusión de que la Institución 
de que se trata decidió aplicarle el Código de Trabajo a sus empleados, lo cual 
se refleja de manera clara en la práctica de su relación con sus empleados que 
se hacía en base al Código de Trabajo advirtiendo al final que los que se 
regirán por la ley 41/08 serán los del Ministerio recién creado de VIVIENDA 
por lo cual se rechaza la excepción de incompetencia planteada y este 
Tribunal se declara competente para conocer el presente asunto. Valiendo 
decisión, sin necesidad de hacerlo constar en la parte dispositiva de la 
presente sentencia” (sic). 

21. La necesidad de motivar las sentencias por parte de los jueces se 

constituye en una obligación y en una garantía fundamental del justiciable de 

inexcusable cumplimiento que se deriva del contenido de las disposiciones 

claras y precisas del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil y que en 

esta materia se encuentra impregnada en el artículo 537 del Código de 
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Trabajo, disposiciones que procuran el funcionamiento debido de un estado 

constitucional de derecho, cuyo propósito principal es que sus actos se 

encuentren justificados y no sean producidos arbitrariamente. 

22. En este mismo sentido se ha pronunciado la jurisprudencia internacional 

señalando que La motivación es la exteriorización de la justificación razonada que 

permite llegar a una conclusión. El deber de motivar las resoluciones es una garantía 

vinculada con la correcta administración de justicia, que protege el derecho de los 

ciudadanos de ser juzgados por las razones que el Derecho suministra, y otorgada 

credibilidad a las decisiones jurídicas en el marco de una sociedad1. 

23. Debe señalarse que, respecto del debido proceso y la tutela judicial 

efectiva, nuestra Carta Magna establece en su artículo 68 que la Constitución 

garantiza la efectividad de los derechos fundamentales, a través de los mecanismos de 

tutela y protección, que ofrecen a la persona la posibilidad de obtener la satisfacción 

de sus derechos, frente a los sujetos obligados o deudores de los mismos. Los derechos 

fundamentales vinculan a todos los poderes públicos, los cuales deben garantizar su 

efectividad en los términos establecidos por la presente Constitución y por la ley; y el 

artículo 69 expresa: Tutela judicial efectiva y debido proceso. Toda persona en el 

ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, tiene derecho a obtener la tutela judicial 

efectiva, con respecto del debido proceso que estará conformado por las garantías 

 
1 Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Apitz Barbera y otros C. Venezuela, sent. de 5 de agosto 

de 2008. 
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mínimas que se establecen a continuación: …2. El derecho a ser oída, dentro de un 

plazo razonable y por una jurisdicción competente, independiente e imparcial, 

establecida con anterioridad por la ley. 

24. En la especie, del estudio del fallo impugnado esta Tercera Sala advierte 

que la corte a qua rechazó el recurso de apelación y rechazó la excepción de 

incompetencia basada en la  comunicación del Instituto Nacional de la 

Vivienda (Invi) de fecha 06 de julio de 2015, dirigida a la Cámara de Cuentas 

firmada por la consultora jurídica en la que se expresa que la entidad se rige 

por el Código Laboral, además de  la  comunicación del Ministro de Vivienda 

y Edificaciones que expresa que a partir del 1 de enero de 2022 se suprime el 

Instituto Nacional de la Vivienda (Invi),  que este se rige por el Código de 

Trabajo y el nuevo Ministerio por la ley 41/08 de función pública que todos 

los empleados del Instituto Nacional de la Vivienda (Invi) serán trasladados 

al Ministerio de la Vivienda que serán preavisados y desahuciados conforme 

el Código de Trabajo, reconociendo sus derechos adquiridos y que serán 

contactados para formalizar el proceso en base al artículo 76 del Código de 

Trabajo, también el instructivo del Instituto Nacional de la Vivienda (Invi) que 

indica que los derechos serán asumidos bajo el Código de Trabajo y se 

procederá con el pago de las prestaciones laborales antes del 01 de enero de 

2022 según estipula el artículo 75 del Código de Trabajo, incurriendo en falta 



 
 REPÚBLICA DOMINICANA 

  SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
 
Exp. núm.: -RECA-01082 
Solicitud núm.: 3762388 

Recurrente: Ministerio de la Vivienda, Hábitat y Edificaciones (Mivhed) 
Recurrido:   
Materia: Laboral 
Decisión: Casa 

 

Av.  esq. , Centro de los Héroes de Constanza, Maimón y Estero Hondo, Santo 

Domingo, R. D. • Tel.:  • www.poderjudicial.gob.do • E-mail:  

24 
 

de motivos al determinar la competencia sin tomar en consideración que la 

Ley núm. 5892-62, Ley núm. 160-21, y la Ley núm. 41-08, no excluyen al 

Instituto Nacional de la Vivienda (Invi), que tiene como continuador jurídico 

Ministerio de la Vivienda, Hábitat y Edificaciones (Mivhed), del régimen de 

función pública. Asimismo, incurre en el vicio mencionado al considerar que 

el uso y costumbre puede fijar el régimen jurídico de las relaciones laborales 

mediante normas inferiores a las leyes aplicables sin habilitación legislativa 

previa, apreciación apoyada en las sentencias núms. TC/1479/25 de fecha 26 

de diciembre de 2025 y TC/0964/24 de fecha 27 de diciembre de 2024, 

mediante la cual el Tribunal Constitucional mantiene el criterio de que la 

jurisdicción contencioso- administrativa, en atribuciones ordinarias, es la 

competente para conocer sobre los conflictos que surjan entre el Instituto 

Nacional de la Vivienda (Invi), que tiene como continuador jurídico al 

Ministerio de la Vivienda, Hábitat y Edificaciones (Mivhed),y sus servidores; 

en ese sentido, procede casar la sentencia impugnada, sin necesidad de 

analizar los aspectos y otros medios de casación. 

25. En virtud del párrafo V del artículo 36 de la Ley núm. 2-23 establece que 

Cuando la sentencia es casada, el asunto es enviado ante otra jurisdicción de la misma 

categoría que aquella de la cual emana la sentencia casada, o ante otra sala u otra 

composición de jueces de la misma jurisdicción …, lo que aplica en la especie. 
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26. De conformidad con las disposiciones del numeral 2 del artículo 55 de la 

Ley núm. 2-23, citada, cuando: (…) Una sentencia fuere casada por falta de 

base legal, falta o insuficiencia de motivos, desnaturalización de los hechos y 

documentos, o por cualquiera otra violación de las reglas procesales cuyo 

cumplimiento esté a cargo de los jueces, procede compensar las costas del 

procedimiento. 

VI. Decisión 

La Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de conformidad con la 

Constitución de la República, la norma legal aplicada al caso y sobre la base 

de los motivos expuestos, dicta por autoridad y mandato de la ley la siguiente 

decisión:  

FALLA 

PRIMERO: CASA la sentencia núm. 029-2023-SSEN-00068 de fecha 3 de abril 

de 2023, dictada por la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito 

Nacional, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo 

y envía el asunto ante la Primera Sala de la Corte de Trabajo del Distrito 

Nacional. 

SEGUNDO: COMPENSA las costas del procedimiento. 
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Firmado: Manuel R. Herrera Carbuccia, Anselmo Alejandro Bello F., Rafael 

Vásquez Goico, Francisco Antonio Ortega Polanco y 

.   

, Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, 

certifico y doy fe que la presente sentencia ha sido firmada digitalmente por 

los jueces y el secretario que figuran en la estampa. 

im 


